PROYECTO DE COMUNICACIÓN

PEDIDO DE INFORME
                        La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe, vería con agrado que, el Poder Ejecutivo, a través Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, proceda a informar:  
                                          1.- Si la Procuración General tiene previsto disponer la actuación conjunta o alternativa de dos o más fiscales de igual jerarquía en el proceso judicial que investiga la violación y muerte de la docente Daniela Cintia Spárvoli, de acuerdo al art. 131, inc.11 de la Ley 10.160. 

                                           2.- Si por la subsecretaría de Seguridad Pública, se ha planificado y coordinado el funcionamiento y ejecución de operaciones policiales para la investigación del crimen de la docente Daniela Cintia Spárvoli.   

                                           3.- Si por la Dirección Provincial de Operaciones Especiales, se han promovido acciones para la búsqueda de pruebas y líneas de investigación en el asesinato de Daniela Cintia Spárvoli.

                                           4.- Si por la Dirección Provincial de Operaciones Especiales se han realizado las evaluaciones de las investigaciones sobre el crimen de Daniela Cintia Spárvoli, y si así fuere, informe el resultado de las mismas
FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

                          En el crimen de la docente rural Daniela Cintia Spárvoli, actúa por competencia en la causa judicial, el Juzgado de Primera Instancia de Distrito Nº 6, en lo Penal de Instrucción y Correccional de la ciudad de Cañada de Gómez; a cargo de la Dra. Ana María Bardone.

                          Cuando comenzó la investigación bajo las órdenes de la Jueza Bardone, y tras un mes de labor, la policía detuvo a dos personas, quienes luego de varias semanas fueron puestas en libertad por falta de pruebas, desde entonces no hubo más imputados ni detenidos. Además, los análisis genéticos comparativos realizados a esas personas dieron como resultado que eran “incompatibles” con los restos de semen hallados en el cuerpo de la docente.

                          Desde el comienzo de los pedidos de Verdad y Justicia por Daniela,  pusimos de manifiesto que la investigación no avanzaba, las fojas del expediente se iban sumando, la producción de las pruebas se demoraban, se contradecían, hubo pistas o líneas de investigación que no se utilizaron, otras que no se continuaron o se consideraban fuera del tiempo adecuado, contradicción en los informes, exámenes de ADN demorados, y demás medidas lisa y llanamente dilatorias que retardaban la búsqueda de verdad y justicia.

                          En ese mismo sentido, en el año 2004, expresábamos también que “éste es un caso que duerme en el Juzgado de Cañada de Gómez, que lleva un año, que no tiene culpables, no tiene responsables; y que de hecho, muchos maestros están en tratamiento psicológicos, otros renunciaron a su tarea, y otros, llenos de pánico, siguen viajando, Todos ellos saben que el autor o los autores de éste crimen están entre nosotros, en cualquier de las localidades vecinas.”       

                          Durante el proceso de investigación del asesinato, los familiares de la maestra manifestaron ciertas sospechas de irregularidades en la instrucción de la causa, circunstancias que llevaron a recurrir a distintos mecanismos, medios y formas sociales para lograr el esclarecimiento del hecho aberrante.

                          La Sra. Marta Ferreira, madre de Daniela, se ha reunido con la Sra. Vicegobernadora, Arq. María Eugenia Bielsa, con el Sr. Ministro de Gobierno, Dr. Roberto Rosúa, con la Ministra de Educación de entonces, Prof. Carola Nin y con el Sr. Senador por el Departamento Iriondo, Norberto Betique, sin embargo hoy estamos como en el punto de partida de ésta investigación.

                          En la ciudad de Cañada de Gómez,  todos los días 12 de cada mes se renueva la marcha convocada por AMSAFE, desde su sede hasta tribunales, éstas han recibido el apoyo de distintos organismos, como Madres del Dolor, y personalidades nacionales, como Marta Pelloni, con familiares de quienes han sido víctimas de casos similares, las marchas recorren las calles en silencio con la consigna: “Verdad y Justicia por Daniela”. 

                          Además de participar de las movilizaciones de la ciudadanía, desde nuestra función legislativa, el 12 de Mayo del 2004, presentamos un Proyecto de Comunicación en el cual se peticionaba que el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto proceda a informar en que estado se encuentra la investigación judicial sobre la violación y muerte de la docente Daniela Cintia Spárvoli.

                          En los fundamentos de aquel proyecto manifestamos:“La violación y asesinato de Daniela Cintia Spárvoli es un caso aún sin resolverse en la justicia. A un año de éste macabro hecho, aún no se conoce al o los culpables. Este abominable suceso conmocionó no solamente a Cañada de Gómez, Carcarañá, Villa Eloísa y la zona de influencia, sino también a la provincia y al país.  ....”

                          En el mismo sentido, en el año 2005, cuando se cumplieron 2 años del asesinato de Daniela, participamos de la marcha por la Verdad y Justicia, e ingresamos una carta en el recinto que decía: “Este hecho puso a la historia de la docencia santafesina en un antes y un después. Un antes que registra los viajes a dedo de cientos de maestros desde su casa a la escuela, cada día de cada semana, de cada ciclo lectivo, en cada rincón de la provincia. Llenas de vida, luchando por la vida, docentes comprometidos con la educación de niños que viven en el campo,  hacia donde trasladan libros, útiles, comida, recreos, música, conocimiento, saberes.  ....”

                           “Un después que aterra, que inmoviliza, que provoca renuncias de otras compañeras que siguen vivas, trastornos psíquicos, perturbaciones en la vida familiar, inquietud ante cada salida, reforzar la compañía, asegurar el viaje con otros maestros para cumplir, para llegar, para poder dar clases con dignidad. Un después cargado de incertidumbre, con marchas, con presentaciones, con pedidos de esclarecimiento mezclados con lágrimas, con gritos o con silencios.”

                           “Y hoy, sin seguridad, con la sombra de lo impune, rodeándonos, con las sospechas y las certezas de que él o los asesinos están ahí, cercanos, protegidos. Un hoy donde el gobierno provincial oferta nuevas estrategias para resolver el crimen, repetidas entrevistas con familiares, renovados anuncios."
                          Por iniciativa con media sanción de la Cámara Senadores, se giró  en el mes de Mayo de 2005, a ésta Cámara, un proyecto que se sancionó con fuerza de Ley, en el mismo se autoriza al Poder Ejecutivo a distribuir la suma de dinero que se determine por reglamentación, entre aquellas personas que aporten datos útiles para el esclarecimiento y aprehensión del o los responsables del asesinato de la docente Daniela Cintia Spárvoli.
                          Consideramos que aquel proyecto convertido en Ley por nuestra Legislatura, que no fue acompañado con nuestro voto, como lo manifestamos en esa oportunidad, significa un mal antecedente para la Provincia de Santa Fe, porque nadie nos asegura que el día de mañana no vamos a estar votando otra recompensa, y pasado mañana otra, para otros casos no resueltos, donde indudablemente lo que está fallando es el propio Estado, en la administración de Justicia y en la investigación por parte de la Policía.

                          A 36 meses del crimen de la maestra, la posibilidad de esclarecerlo parece cada vez más lejana, los últimos exámenes de ADN practicados a siete personas que estaban sospechadas en el marco de la investigación judicial dieron negativos, y de ésta manera se diluye la posibilidad de dar con él o los autores, una vez más  los patrones genéticos de las personas sospechadas “no coincide con las muestras que la justicia obtuvo del cuerpo de la víctima”.

                          Creemos como ya hemos expresado, que el Poder Ejecutivo debe ejercer sus funciones en forma efectiva, y en éste asunto, a través de sus organismos y dependencias tiene facultades legales para cumplir con el cometido asignado a la Policía de la Provincia, como asimismo, consideramos que otros de los Poderes del Estado, el Poder Judicial,  y el Ministerio Público pueden aportar mecanismos para lograr una resolución favorable en éste caso judicial. 

                          Por lo antedicho, sostenemos, que el Poder Ejecutivo, debe consultar al Procurador General de la Provincia, si en la causa judicial por el crimen de Daniel Cintia Spárvoli, tiene previsto de acuerdo a las estipulaciones de la Ley 10.160 en su art. 131, inc. 11, “disponer la actuación conjunta o alternativa de dos o más fiscales de igual jerarquía en un mismo proceso, cuando la importancia o complejidad del asunto lo justifique”; sin que esto signifique inmiscuirse en atribuciones de otro Poder, sin que éstas inquietudes signifiquen instrucciones, ni mandato alguno dirigido al Procurador General, con absoluto respeto a su autonomía funcional. 
                          El Ministerio Público es un órgano independiente con autonomía funcional y autarquía que tiene por función promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad, de los intereses generales de la sociedad, en coordinación con las demás autoridades de la Provincia, y en éste respeto al órgano, se plantea al Poder Ejecutivo la posibilidad de sugerir un adecuado y especial tratamiento al caso de referencia.

                          En lo que respecta al accionar policial, el desempeño no ha tenido una dirección organizada, resultó ineficaz, sin un plan coordinado, sin la utilización de los recursos técnicos adecuados, con el agravante que ocurrieron hechos que generaron graves sospechas sobre los agentes que prestaban servicios en la Unidad Regional X.

                          Todas éstas circunstancias, hicieron  que la investigación se trasladara a los efectivos de las T.O.E. (Tropas de Operaciones Especiales), pero hasta la fecha, no han resuelto, ni aportado líneas para la dilucidación del crimen. 

                          El Poder Ejecutivo, el 21 de Julio de 2005 dictó el Decreto Nº 1538 en el que crea la Dirección Provincial de Operaciones Especiales en el marco de los objetivos fijados en el Plan Provincial de Seguridad y Justicia, bajo la órbita de la Subsecretaría de Seguridad Pública. 

                          En los considerandos del Decreto 1538/05 se expresa: “Que en orden a los objetivos políticos desarrollados por la Subsecretaría de Seguridad Pública se propone la creación de  un organismo destinado a promover el adecuado funcionamiento, coordinación y/o reestructuración de dependencias que ejecuten operaciones policiales altamente calificadas por su grado de especialidad.”

                          “Que actualmente las operaciones especiales que ejecuta la Policía Provincial sobre los supuestos delictivos referidos se cumple de manera asistemática, diseminada en distintas unidades policiales (tropas de Operaciones Especiales T.O.E., oficinas de Análisis Criminal, brigadas de Investigaciones) dispersando esfuerzos y restando eficiencia en los resultados; por lo cual resulta necesario crear un organismo que forme parte de la estructura superior de la Administración, con rango de Dirección Provincial, para ejecutar de manera unificada y mediante acciones concretas la dirección política fijada por el Poder Ejecutivo en dichas materias.” 

                          Sin bien en los objetivos que se propone el organismo se encuentran la promoción del adecuado funcionamiento, coordinación y reestructuración de dependencias que ejecuten operaciones policiales altamente calificadas por su grado de especialidad, sobre delitos complejos (piratería del asfalto, secuestros extorsivos, tráfico ilegal), ésta repartición, por decisión del Estado Provincial a través de su Ministerio de Gobierno y de sus demás dependencias han enviado a las T.O.E., específicamente para éste caso, con intervención en la Unidad Regional X, por consiguiente, deberá desarrollar el plan más adecuado para que con acciones concretas se avance en la búsqueda de los responsables de éste asesinato. 

                          Por lo tanto, se peticiona que en el plazo de 30 días hábiles el Poder Ejecutivo Provincial proceda a contestar éste pedido de informes conforme lo previsto en la Ley 11.312.

                          Dado todo lo expuesto, se solicita la aprobación del presente proyecto de comunicación.

